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Introducción


 El sistema procesal penal acusatorio, fue denominado así en la codificación transitoria de la reforma constitucional de 18 de junio de 2008, que modificó los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Ley Fundamental; y entraría en vigor cuando lo estableciere la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de ese decreto (al 18 de junio de 2016).

Por lo que se estableció que la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, expedirían sus respectivas leyes para incorporar el sistema procesal penal acusatorio; y que el órgano legislativo emitiría la declaratoria de incorporación. Se pretendió que el avance fuera paulatino, y que el nuevo sistema no sería aplicado a los procedimientos penales iniciados con anterioridad.

El Código Nacional de Procedimientos Penales, se publicó el 5 de marzo de 2014, y con él, la declaratoria de incorporación del sistema procesal penal acusatorio, en vigor a nivel federal gradualmente y en cada una de las entidades, en la medida que lo declare su órgano legislativo correspondiente.

El código nacional decreta la abrogación del Código Federal de Procedimientos Penales y de los códigos procesales de las entidades federativas, salvo para la continuación de la tramitación de los procedimientos anteriormente iniciados.

El sistema procesal penal acusatorio recoge principios anteriores y establece otros nuevos, quedando en su estructura, según el texto constitucional los de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación; y agregando el código secundario, los de igualdad ante la ley, igualdad entre las partes, juicio previo y debido proceso, presunción de inocencia, prohibición de doble enjuiciamiento y aquéllos previstos en la Constitución, Tratados y demás leyes.

La presente colaboración se ocupará de los temas relativos a la fase de investigación judicializada, que se divide en inicial y complementaria, presentando algunas ideas prácticas y en lo que fuere útil, comparativas con el régimen anterior.







Capítulo I Formas de conducción del imputado al Proceso


 El derecho humano a la libertad personal es una de las principales garantías reconocidas en la Ley Fundamental; de ahí que nuestro sistema de justicia penal establezca el respeto a ese derecho, como regla general. La SCJN en Pleno, ha sostenido que la libertad personal puede restringirse excepcionalmente por cuatro motivos: la aprehensión, la detención, la prisión preventiva y la pena (Jurisprudencia por contradicción P./J. 55/96, Novena Época, Registro: 200029, SJF y su Gaceta, Tomo IV, Octubre de 1996, Materia(s): Penal, Página: 73); de manera que estas medidas son excepcionales y por tanto, de aplicación e interpretación estricta.

Los principios que rigen el derecho de libertad personal se contienen en el artículo 16 constitucional, párrafo primero, que expresa:




Artículo 16.

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

…



El artículo también establece las excepciones a la libertad: la aprehensión ordenada por autoridad judicial y varias formas de detención (por particular en flagrancia, ministerial por urgencia), retención ministerial y arraigo judicial (tratándose de delitos de delincuencia organizada). De la prisión preventiva se ocupan los artículos 18 y 19; y de la pena de prisión, los numerales 20, 21 y 22 constitucionales.

Por su parte, la Primera Sala ha sostenido, las siguientes premisas (Solicitud 4/2011 para modificar la jurisprudencia 1a./J. 54/2004, que dio lugar a la diversa: 1a./J. 109/2011, Décima Época, Registro: 160811, SJF y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, Tomo 2, Materia(s): Penal, Página: 1059):


	
–  La libertad personal es un derecho fundamental que sólo puede ser restringido en determinados supuestos regulados constitucionalmente.

	
–  El ejercicio de la libertad física puede ser objeto de determinadas limitaciones impuestas por el Estado como medidas necesarias que adopta el poder público en beneficio de la colectividad, con el fin de asegurar la marcha normal de los procedimientos.

	
–  Las restricciones o afectaciones a la libertad de los individuos, sólo puede tener lugar en los casos y condiciones reguladas en la Constitución y en las leyes; es decir, a partir del estricto cumplimiento de determinados requisitos y garantías, pues en caso contrario, se estará ante una medida prohibida por diversos preceptos constitucionales.

	
–  Para que una persona sea privada de libertad no basta que su conducta se enmarque dentro de los supuestos de hecho previstos en la ley que habilitan la adopción de esta medida. Se requiere, también, que exista una "orden" que autorice su aplicación. Dicha orden, además, debe constar por escrito, encontrarse debidamente fundada y motivada y ser expedida por autoridad competente.



De igual forma, la Sala expuso que la orden de búsqueda, localización y presentación del indiciado para declarar dentro de una averiguación previa, si bien no es una detención, sí afectaba la libertad deambulatoria de manera temporal.

Recientemente la Sala ha reiterado el carácter excepcional de tales restricciones, brindando por el contrario, la tutela más amplia que proceda a la libertad (Tesis 1ª. CXCIX/2014, Décima época, Registro 2,006,478, Materias: constitucional, penal: Gaceta del SJF, Libro 6, Mayo 2014, Tomo I, Página: 547).

De lo anterior, se colige que partiendo del derecho de libertad de la persona como regla general, una persona no puede ser privada de ella sino en los casos que limitadamente establece la misma ley fundamental (pena, detención, aprehensión y prisión preventiva). La privación de libertad no puede emitirse de forma definitiva, de ahí que exista siempre una pena máxima a cumplir en prisión; la pena pública produce la pérdida de la libertad por cierto lapso fijado, las demás formas la privan en forma transitoria.

De estas últimas, este capítulo del CNPP destaca la detención.

Por otro lado, desde el punto de vista originario de la autoridad que las decreta, las afectaciones a la libertad pueden ser judiciales (pena, aprehensión, prisión preventiva, arraigo); o ministeriales (detención por urgencia, retención); e incluso puede provenir de un particular (detención en flagrancia); por tanto, de ello se puede colegir que la autoridad por antonomasia autorizada para restringir la libertad de los gobernados es la judicial, y sólo en casos especiales cuando no sea posible contar con autoridad judicial, la autoridad ministerial o el resto de la población pueden realizar una detención, pero estas últimas formas exigen como presupuesto de legalidad los requisitos de urgencia y flagrancia.

Por cuanto hace a la detención en flagrancia por cualquier particular, la previene el fundamento constitucional en cita, en sus párrafos quinto y séptimo:

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

…

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

Por lo que la detención por cualquier persona según el texto constitucional transcrito, tiene los siguientes requisitos:


	
–  Actuación de cualquier persona.

	
–  Momento de comisión del delito o inmediatamente después.

	
–  Obligación de poner al detenido a disposición de la autoridad más cercana.

	
–  Cumplimiento sin demora.



En el entendido de que la detención primeramente será calificada por el MP y posteriormente, por el JC.

La detención por urgencia ordenada por el MP se rige por el artículo 16 constitucional en sus párrafos sexto y séptimo:

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

Así, la detención ministerial conforme el texto constitucional, contiene varios requisitos:


	
–  Decreto del MP.

	
–  Obligación de fundar y motivar la orden.

	
–  Que se trate de delito grave.

	
–  Que exista urgencia, entendiéndose por tal la suma de las siguientes condiciones:
	
•  Riesgo fundado de sustracción de la persona.

	
•  No disponibilidad circunstancial de autoridad judicial.







Detención que será calificada por el JC.

Una vez precisado lo anterior, procede continuar con la regulación secundaria en el CNPP.

1.  Cuando hay detención

1.1.  Flagrancia

Definiciones:

Imputado. Imputado es, primeramente, uno de los sujetos del procedimiento penal:




Artículo 105. Sujetos de procedimiento penal

Son sujetos del procedimiento penal los siguientes:


	
I.  La víctima u ofendido;

	
II.  El Asesor jurídico;

	
III.  El imputado;

	
IV.  El Defensor;

	
V.  El Ministerio Público;

	
VI.  La Policía;

	
VII.  El Órgano jurisdiccional, y

	
VIII.  La autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso.



Los sujetos del procedimiento que tendrán la calidad de parte en los procedimientos previstos en este Código, son el imputado y su Defensor, el Ministerio Público, la víctima u ofendido y su Asesor jurídico.

 

Artículo 112. Denominación

Se denominará genéricamente imputado a quien sea señalado por el Ministerio Público como posible autor o partícipe de un hecho que la ley señale como delito.

Además, se denominará acusado a la persona contra quien se ha formulado acusación y sentenciado a aquel sobre quien ha recaído una sentencia aunque no haya sido declarada firme.



De manera que la persona sujeta a procedimiento penal únicamente puede ser designada técnicamente de tres formas, imputado desde la imputación ministerial hasta la acusación; acusado una vez que se haya deducido ésta y sentenciado cuando se le haya dictado una sentencia, aun cuando ésta fuere recurrida. Por lo cual deberán ser estas tres denominaciones a las que debemos referirnos a fin de brindar mayor seguridad jurídica en los alegatos de las partes, el desahogo de las pruebas, así como en los decretos y sentencias que el órgano jurisdiccional emita.

Por cuanto hace al sujeto activo del delito, durante la investigación inicial (ministerial), antes de la formulación de imputación, el CNPP lo designa igualmente de forma indistinta como imputado (art. 141) o como persona (art. 148), sin embargo, para privilegiar el sentido de seguridad jurídica que a esos términos les dio el Código Nacional, se sugiere que al sujeto activo, se le denomine previamente "persona"; ello en pro de favorecer el principio de presunción de inocencia, en que una persona puede ser "señalada" como autor de un delito, pero la imputación es el acto realizado en forma exclusiva por el MP.

De modo que, para que realmente se arraigue mentalmente el concepto de presunción de inocencia, conviene que a las personas en general, aún las señaladas como probables autores de un delito, se les denomine únicamente personas, que incluso no la catalogue con adjetivos despectivos o discriminatorios ni etiquetadores que generen un juicio previo, en tanto se deje la palabra "imputado" únicamente para aquél sobre el cual ha recaído la imputación ministerial; hasta que sea acusado, y posteriormente sentenciado; y que en lo posible se evite el uso de otros términos, privilegiando la seguridad jurídica por sobre la técnica de redacción.

Flagrancia. La flagrancia es un estado de evidencia. O como se ha establecido judicialmente en España por Antonio Pablo Rives Seva: "la flagrancia exige la evidencia sensorial de que el delito se está produciendo, siendo así que el flagrante es tan evidente como perceptible para cualquiera" (1) .

Primordialmente debe aclararse, que suele darse un uso equivocado al término de flagrancia, pues no es un adjetivo que califique al delito, ni a la actuación de la autoridad, sino a la detención, la que recae sobre la persona física señalada como posible autora de un delito probable. Así, la flagrancia es un concepto que resulta relevante dentro del procedimiento penal, para efectos de la calificación de la detención; y que fácticamente se relaciona en forma necesaria con el cuerpo físico de la persona señalada.

Por tanto, aun cuando se aluda a "delito flagrante", lo que es flagrante no es la comisión del delito, ni los vestigios, sino sorprender a la persona cuando lo está cometiendo o en momentos posteriores a ello; de ahí que la flagrancia aluda al estado en que se encuentra la persona señalada respecto del hecho probablemente delictivo que se le atribuye en orden a su consumación, tanto en el tiempo como en las actividades concomitantes posteriores. Es obvio que el hecho siempre se cometerá con participación de la persona señalada aún los de autoría mediata; pero el término se define respecto de si la persona es observada por otros y ello a su vez, respecto de la posibilidad de ser detenida.

Porque la flagrancia desde luego torna inmediata la notitia criminis y facilita la intervención de la autoridad en la persecución, por lo que cuando se surte la hipótesis, da lugar a fórmulas procedimentales abreviadas; en tanto que cuando no se actualiza, la actuación de la autoridad se justifica sólo a través de una serie de pasos agregados que implican mayor dilación.

Así, el término ideal de flagrancia alude a la detención de una persona en el momento de consumar la conducta delictiva; sin embargo el sistema penal suele extender el concepto a las fases posteriores inmediatas a la consumación, incluso mediando cierto tiempo, siempre y cuando siga existiendo nexo comunicativo de la notitia criminis. La flagrancia se separa entonces de su significado meramente lingüístico para encontrar su contenido legal: alude al momento de ejecución pero también a momentos posteriores.

Por tanto, la flagrancia genera un nexo directo entre la delación o captura y el conocimiento del hecho criminoso, ya sea porque se observó, porque se persiguió al inculpado, o porque sigue siendo buscado por la autoridad; fuera de este nexo la vinculación se pierde y la persona sólo puede ser capturada mediando orden judicial.

Doctrinariamente se ha considerado a la flagrancia como la noticia directa del hecho y del autor; por tanto, se suele llamar flagrancia al hecho de sorprender al agente en el momento mismo de estar cometiendo el delito; en tanto que los demás supuestos son denominados cuasiflagrancia. En ello puede existir abuso, porque se atiende a la evidencia ya no tanto del sujeto en relación con el hecho delictivo, sino de los objetos, productos o instrumentos del mismo; e incluso otras figuras equiparadas cuando ya no hay flagrancia propiamente dicha, esto es, contacto directo ni con el hecho, ni con el agente, ni con los objetos, y ha mediado lapso en ello (que puede ser en diversas legislaciones de 48, 72 horas o sin límite alguno de tiempo), pero existe señalamiento contra la persona y no ha dejado de investigarse, esto es, existe un nexo jurídico con la consumación.

En una concepción meramente textual, la flagrancia tendría que aludir únicamente a la intervención de un testigo en el momento mismo de estarse perpetrando la conducta, incluso estar en la oportunidad de detener su consumación en el tiempo, si le fuera posible humanamente. La cuasiflagrancia sería cualquier estado posterior en los que exista una liga inmediata con los vestigios, que puede verse dirigido a dos factores: al autor y o al objeto o indicios del delito. Las hipótesis pueden aludir a cualquiera de ambos supuestos, pero siempre será necesario el nexo con el autor, pues debe recordarse como se señaló previamente, que la flagrancia es un dato que califica la detención del cuerpo físico. Así, cuando hay autor con o sin objetos del delito, hay flagrancia, pero no cuando sólo se encuentran los objetos, instrumentos o productos del ilícito, por mucho que haya existido investigación ininterrumpida.

En tal caso, la cuasiflagrancia implicaría los momentos posteriores inmediatos a la conducta, y existiendo persecución material del autor que es el nexo material.

Los supuestos equiparados a la flagrancia, vendrían a ser aquellos que por su naturaleza fáctica realmente ya no lo son, pero surten el mismo efecto por determinación del legislador, caso en el cual ya no hay un nexo directo ni con la persona posible autora del delito, no hay persecución material, pero ha existido persecución jurídica y otros elementos agregados (nexo jurídico).

Algunos autores ubican todos los supuestos asimilados como cuasiflagrancia o como flagrancia equiparada; pero lo común es que las legislaciones le denominen flagrancia a todas las formas naturales o legales. El CNPP es de las normas que denominan flagrancia a todos los supuestos, reales o asimilados.

La figura se encuentra prevista en el numeral 146 del CNPP:




Artículo 146. Supuestos de flagrancia

Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso de flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando:


	
I.  La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o

	
II.  Inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que:
	
a)  Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente, o

	
b)  Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito y cuando tenga en su poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo.







Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este precepto, se considera que la persona ha sido detenida en flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, inmediatamente después de cometer el delito no se haya interrumpido su búsqueda o localización.



De las figuras que previene el código nacional, pueden derivarse formas de flagrancia, de cuasiflagrancia y de flagrancia por determinación de la ley, en la siguiente forma:







	                 Hipótesis                 
	Definición




	FLAGRANCIA
	La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito (captura corporal inmediata)



	CUASIFLAGRANCIA
	Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente (persecución material)



	
FLAGRANCIA

EQUIPARADA


	Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito y cuando tenga en su poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo; siempre y cuando, inmediatamente después de cometer el delito no se haya interrumpido su búsqueda o localización (persecución jurídica con requisitos agregados)





Ahora, el código nacional no contiene referencia de tiempo en relación a qué lapso puede transcurrir en la persecución material y jurídica. Aludiendo a la persecución material, por su propia naturaleza puede darse momentos, minutos u horas posteriores al hecho, siempre y cuando sea ininterrumpido; pues bastaría cualquier elemento fáctico que detuviera la persecución, para que la misma cese, por ejemplo, una huida momentánea, un ocultamiento temporal, o cualquier otra pérdida de la continuidad.

En el caso de la persecución jurídica, ésta puede durar más tiempo, por lo que exige requisitos agregados como el señalamiento de persona, como la tenencia de objetos o el contar con indicios de participación. Al no haber establecido el legislador un tope temporal exacto, el criterio del funcionario que haya de calificar la detención (MP o Juez); debe ser basado entonces, en criterios racionales de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, que rigen el análisis judicial de toda afectación o limitación a derechos humanos, como se desprende Jurisprudencia por reiteración 1ª./J. 2/2012, 10ª época, Primera Sala, Registro 160267, SJF y su Gaceta, Libro V, Febrero de 2012, Tomo I, materia constitucional, página 533:

«RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS».


Se considera que cuando el legislador señala límites temporales exactos en horas o días, en lugar de garantizar la seguridad jurídica, genera inseguridad al privar al juzgador del ejercicio de un recto criterio, eliminando la posibilidad de que el lapso sea inferior, pues siempre se tiene la tendencia de agotar el máximo lapso autorizado; y sin que pudieran calificarse como válidas ciertas dilaciones más largas, en caso de que estén plenamente justificadas. Así, establecer un plazo fatal en horas o días limita el abuso de la autoridad, pero el límite puede generar incluso abuso dentro del mismo o bien impunidad; sin embargo, si el legislador comprende tal riesgo y prefiere dejar al juzgador el ejercicio del criterio para analizar la racionalidad en el término, el juez debe tener plena conciencia de la alta exigencia que se le impone, tanto dentro de lo jurídico, como de lo humano y racional.

Así, en materia de flagrancia, la Primera Sala se ha pronunciado recientemente, en las tesis CC/2014 y CCI/2014 (emitidas en el AR 703/2012, aprobadas en sesión privada de catorce de mayo de dos mil catorce), en el sentido de que la detención debe cumplir los requisitos constitucionales y convencionales, aludiendo a los artículos 9º. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7º. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establecen como requisitos para una detención válida:


	
1.  Sus causas y condiciones estén fijadas de antemano en la Constitución y en la ley;

	
2.  Prohibición de la detención arbitraria;

	
3.  La persona detenida debe ser informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de los cargos formulados contra ella;

	
4.  La persona detenida será llevada sin demora ante la autoridad competente que verifique la legalidad de la detención;

	
5.  Se ordene su libertad si la detención fue ilegal o arbitraria.



Así como que no puede justificarse constitucionalmente que bajo pretexto de cumplirse con cuestiones de aducida legalidad, se actúe de manera arbitraria, lo cual debe ponderarse bajo un estándar de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad de la medida empleada; con lo que finca los principios que deben regir el criterio del juez al hacer la calificación correspondiente. Sobre todo, si se parte de que el juez de control ha sido perfilado precisamente para ejercer esa exigencia a la luz de los límites constitucionales, convencionales y legales.

Quién. La detención como captura de la persona física, es una función que por antonomasia corresponde primordialmente a la policía en cualquiera de sus adscripciones, siempre que tengan facultades expresas de detención; y de manera excepcional, cualquier particular puede coadyuvar con ello.

Como se ha visto, la detención en caso de flagrancia la puede realizar la policía o un particular, y así lo determina el artículo 147 del código:




Artículo 147. Detención en caso de flagrancia

Cualquier persona podrá detener a otra en la comisión de un delito flagrante, debiendo entregar inmediatamente al detenido a la autoridad más próxima y ésta con la misma prontitud al Ministerio Público.

Los cuerpos de seguridad pública estarán obligados a detener a quienes cometan un delito flagrante y realizarán el registro de la detención. La inspección realizada por los cuerpos de seguridad al imputado deberá conducirse conforme a los lineamientos establecidos para tal efecto en el presente Código.

En este caso o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una persona detenida, deberán ponerla de inmediato ante el Ministerio Público, quien realizará el registro de la hora a la cual lo están poniendo a disposición.



 

Oportunidad. La detención por la policía o por particular debe realizarse en el momento mismo en que se está desplegando la conducta delictiva, o bien una vez consumada ésta, siempre y cuando exista persecución material; en este sentido, tanto la policía como cualquier particular están autorizados constitucional y legalmente a perseguir a una persona señalada por delito, siempre y cuando no se violen otras garantías en juego ni exista abuso.

La propia ley establece formas normativas para castigar el posible abuso o exceso, así como la mala actuación del persecutor; pero aparte de ello, previene que la detención deba ser revisada y calificada tanto por el MP como por el juez de control -JC-. Uno de los primeros límites al abuso es la obligación de remisión inmediata, por la cual ni la policía ni el particular pueden quedarse con el cuerpo físico de la persona señalada bajo ningún concepto ni pretexto, pues ello rompería la delgada línea entre la autorización constitucional y legal, y el inicio del abuso o la venganza privada. Por ende, lo que permite seguir conservando la presunción de legalidad en la captura y la persecución tanto por la policía como por el particular, es la inmediatez en la remisión.

Por tanto, una vez que se ha realizado la detención, lo que procede es la remisión sin demora ante la autoridad; si la detención la realiza un particular, la remisión puede ser ante la policía, el MP o incluso ante cualquier autoridad; si la lleva a cabo la policía, tendrá que remitirlo al MP. El legislador tampoco establece un lapso fijo para esa inmediatez, por lo que también deben aplicarse criterios racionales de idoneidad, necesidad y proporcionalidad; de manera que es dable precisar un sistema de presunciones humanas (a falta de las legales expresamente establecidas), por las que pudiera considerarse que la mayor inmediatez produce una presunción más firme de legalidad, en tanto que una mayor dilación hace presumir válidamente abuso, exceso o venganza privada, y finalmente violación de la garantía de la libertad; lo que lleva a la necesidad lógica de que toda dilación debe ser entonces, indefectible y necesariamente justificada de manera racional, para seguir considerando válida la detención.

Lo que no implica otra cosa que un sistema de presunciones legales y humanas, que opera de la siguiente manera: primeramente y como regla general, el principio básico del derecho a la libertad personal, enseguida, la excepción de las diversas formas restrictivas de libertad que autoriza expresamente la ley, entre ellas la detención. Surge entonces una nueva regla general de que toda detención la realice un cuerpo de seguridad legalmente establecido y creado ex profeso, con la excepción (también expresa) de que pueda ser un particular quien ayude a detener a una persona. Se genera una nueva regla general de que tanto la ley fundamental como la ordinaria autorizan a la policía y a cualquier persona a detener a otra señalada por delito, y esas acciones cuentan con la presunción de ser legales siempre y cuando exista inmediatez en la remisión. Como excepción, cuando existe dilación, esa presunción de legitimidad se pierde y surge entonces, la inevitable carga de probar las razones y justificaciones de esa dilación.

La Primera Sala ha sostenido (dentro del ADR 2470/2011, en sesión de dieciocho de enero de dos mil doce), que el principio de inmediatez en la detención, exige que la persona detenida sea presentada ante el MP lo antes posible o ante la autoridad judicial, sin dilaciones injustificadas. Como se precisó anteriormente, la Sala explicó que no era posible ni sería adecuado fijar un determinado número de horas, porque de ser así, no cabrían aquellos casos en que la dilación se justifica; pero el hecho de que no haya una duración fija no impide que pueda adoptarse un estándar que posibilite al juez calificar cada caso concreto; y la Sala propone hacerlo atendiendo a dos necesidades: la de no dilatar injustificadamente la puesta a disposición de la persona detenida, porque esto da lugar a que se restrinja un derecho tan valioso como el de la libertad personal; y las peculiaridades de cada caso, por ejemplo, la distancia que existe entre el lugar de la detención y la oficina ministerial. Debe atenderse a que existen motivos razonables que imposibiliten la puesta a disposición inmediata, y estos únicamente pueden tener origen en impedimentos fácticos reales y comprobables (como la distancia que existe entre el lugar de la detención y el lugar de la puesta a disposición); además de que deben ser compatibles con las facultades estrictamente concedidas a las autoridades; esto es, siempre relacionado con el margen de facultades constitucionales y legales a cargo de la policía. La justificación se encuentra, para el máximo intérprete judicial, en parámetros objetivos, medibles y legales, como lo son distancias, posibilidad material, facultades legales.

Así, la Sala indica que la policía no puede retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para trasladarla ante el MP, por lo que no puede simplemente retener a una persona sin informarlo a la autoridad ministerial, a fin de obtener su confesión o información relacionadas con la investigación, para inculparlo a él o a otras personas; ello, considerando que los policías no tienen facultad para desahogar una declaración que tenga validez en un proceso penal; porque aparte, todo inculpado goza del derecho a la no autoincriminación. De ahí que, la detención de una persona no puede quedar indefinida; en términos constitucionales requiere que se conozca el estatus en el que se encuentra, y ese también es el fin del registro de detenidos.

La detención prolongada injustificada puede tener no sólo efectos anulatorios de la presunción de legalidad, sino incluso puede anular la validez de las diligencias y pruebas obtenidas en estricta vinculación de ello; así lo ha determinado la Primera Sala en su tesis CCII/2014 (en el AR 703/2012, aprobada en sesión privada de catorce de mayo de dos mil catorce: «DERECHO DE LA PERSONA DETENIDA A SER PUESTA A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. LA RETENCIÓN INDEBIDA GENERA COMO CONSECUENCIAS Y EFECTOS LA INVALIDEZ DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUELLA, AL SER CONSIDERADOS ILÍCITOS»), en la que estableció que la calificación de la detención conlleva el analizar si no hubo una privación ilegal de la libertad que, de actualizarse, provocaría invalidar la detención, así como datos de prueba obtenidos con motivo de la misma; de modo que esa obligación de remisión sin demora ante el MP debe hacerse sin retraso injustificado o irracional.

Qué procede. Cuando la detención la produce la policía, desde la captura física empieza la exigencia de legalidad y garantías para el detenido, por eso la policía está obligada al uso mínimo de la fuerza cuando sea indispensable, a la previa identificación de los agentes y a hacerle saber a la persona sus derechos mínimos, y de inmediato debe ponerse a disposición del MP. El exceso se castiga como abuso de autoridad.

Revisión. En cuanto a la revisión policiaca, el código previene que se realice conforme los lineamientos establecidos en el CNPP, pudiendo encontrar relacionados los artículos 18, 113, 132, 268 y demás aplicables, pero también preceptos de otras legislaciones que aluden al uso legítimo de la fuerza pública, tales como los artículos 40 y 41 in fine de la LGSNSP, 19 de la Ley de la Policía Federal, y las respectivas leyes de las fuerzas armadas así como de las instituciones policiacas locales.

Al respecto, en el glosario de términos (artículo 3º), el código define a la Policía, como el cuerpo especializado, federal o común, y de seguridad, que actúan bajo el mando y conducción del MP para efectos de la investigación.

De igual manera, en el artículo 105, se previene que la Policía también es sujeto del procedimiento penal, aun cuando no es parte en el mismo:

Por lo que hace a la actuación legítima de la Policía, el código contiene un capítulo expreso, en su artículo 132, donde establece las obligaciones del policía.

Ahora bien, cuando la detención la practica un particular (artículo 222), no hay obligación de identificarse ni de leerle al detenido sus derechos, dado que los particulares no actúan como autoridad; pero el particular sí está obligado al mínimo uso de la violencia y a procurar la integridad del detenido, así como de ponerlo a disposición inmediata de la autoridad. El exceso se castiga por el delito resultante no justificado.

Existe un tercer caso, en que la detención no la realiza la policía, tampoco un particular, sino un servidor público no policiaco, en ejercicio de sus funciones públicas, en tal caso, el servidor público tiene una obligatoriedad intermedia, asimilada a la policía; pues toda persona es garante de la seguridad pública y en ese sentido tiene obligación de denuncia, pero lo cierto es que mientras la autoridad no tenga conocimiento, nada existe que obligue a los particulares a denunciar hechos e incluso algunos están relevados de esa obligación por razón de parentesco o afecto, por efecto de la extensión del principio de no autoincriminación. Sin embargo, para el servidor público que conoce de un delito, la denuncia no es potestativa y siempre está obligado a ella. Pero aun cuando es autoridad constituida, tampoco asume funciones policiacas ni asimiladas, por lo que también debe hacer la remisión a la policía o al MP con la mayor inmediatez. Eso sí, como autoridad debe proteger la integridad y los derechos humanos de la persona detenida. El artículo 222 del CNPP previene el deber jurídico de denunciar, de toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de delito, con la excepción del tutor, curador, cónyuge, concubino, pariente, del inculpado. Aunque no aclara si el servidor público que posea estas condiciones también esté relevado, caso en el que se contraponen el deber social de garante y el deber jurídico de servidor público de denunciar, con el interés particular de no autoincriminación por el nexo legal o de familiaridad indicado, que entraría en colisión; pero, siguiendo la tendencia de las naciones democráticas del mundo a favor de los derechos humanos, la colisión debe resolverse a favor de la no autoincriminación, elevada a nivel internacional en el artículo 8º, punto 2, inciso g), de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos -CASDH-.

Es inconcuso que tanto el particular como el servidor público actúan en auxilio de la Policía, y por tanto, que deben poner al detenido a disposición de esta de manera inmediata. A su vez los cuerpos policiacos deben realizar la remisión de forma inmediata al MP.

Posteriormente la detención debe ser analizada y calificada en su legalidad por el MP (artículo 149), y en su legalidad y constitucionalidad por el Juez de control –JC- (artículo 308):




Artículo 149. Verificación de flagrancia del Ministerio Público

En los casos de flagrancia, el Ministerio Público deberá examinar las condiciones en las que se realizó la detención inmediatamente después de que la persona sea puesta a su disposición. Si la detención no fue realizada conforme a lo previsto en la Constitución y en este Código, dispondrá la libertad inmediata de la persona y, en su caso, velará por la aplicación de las sanciones disciplinarias o penales que correspondan.

Así también, durante el plazo de retención el Ministerio Público analizará la necesidad de dicha medida y realizará los actos de investigación que considere necesarios para, en su caso, ejercer la acción penal.

 

Artículo 308. Control de legalidad de la detención

Inmediatamente después de que el imputado detenido en flagrancia o caso urgente sea puesto a disposición del Juez de control, se citará a la audiencia inicial en la que se realizará el control de la detención antes de que se proceda a la formulación de la imputación. El Juez le preguntará al detenido si cuenta con Defensor y en caso negativo, ordenará que se le nombre un Defensor público y le hará saber que tiene derecho a ofrecer datos de prueba, así como acceso a los registros.

El Ministerio Público deberá justificar las razones de la detención y el Juez de control procederá a calificarla, examinará el cumplimiento del plazo constitucional de retención y los requisitos de procedibilidad, ratificándola en caso de encontrarse ajustada a derecho o decretando la libertad en los términos previstos en este Código.

Ratificada la detención en flagrancia, caso urgente, y cuando se hubiere ejecutado una orden de aprehensión, el imputado permanecerá detenido durante el desarrollo de la audiencia inicial, hasta en tanto no se resuelva si será o no sometido a una medida cautelar.

En caso de que al inicio de la audiencia el agente del Ministerio Público no esté presente, el Juez de control declarará en receso la audiencia hasta por una hora y ordenará a la administración del Poder Judicial para que se comunique con el superior jerárquico de aquél, con el propósito de que lo haga comparecer o lo sustituya. Concluido el receso sin obtener respuesta, se procederá a la inmediata liberación del detenido.

La omisión del Ministerio Público o de su superior jerárquico, al párrafo precedente los hará incurrir en las responsabilidades de conformidad con las disposiciones aplicables.



 

En este sentido, aun cuando el artículo aluda a que el control de detención que realiza el juez es de "legalidad", debe entenderse que debe ser también desde la perspectiva de constitucionalidad e incluso de convencionalidad, a lo que está obligado como órgano jurisdiccional, conforme el artículo 133 constitucional y los lineamientos sobre control difuso (Tesis aislada 1ª. CC/2014, Registro 2,006,476, materia constitucional y penal, 10ª época, Primera Sala, Gaceta del SJF, libro 6, Mayo de 2014, Tomo I, página: 545: «FLAGRANCIA. LA DETENCIÓN DE UNA PERSONA SIN EL CUMPLIMIENTO IRRESTRICTO DEL MARCO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL QUE REGULA AQUELLA FIGURA DEBE CONSIDERARSE ARBITRARIA»).

La consecuencia de que la detención no cumpla con esos requerimientos, es que el detenido deberá ser puesto en libertad. Esta libertad es inmediata, pero no absoluta, pues la liberación es sólo del estado en que se encuentra la persona, pero se entiende sin perjuicio de que pueda ser citado o llevado o aprehendido con posterioridad; es decir, es una libertad con reservas de ley.

En este aspecto, se introduce un supuesto novedoso, dado que anteriormente el MP debía acordar la detención, con la consabida obligación de fundar y motivar su aserto, como toda autoridad conforme el artículo 16 constitucional; habida cuenta de que durante la averiguación previa se encuentra actuando como autoridad y por tanto sujeta a esa obligación formal; en tanto que el nuevo código incluye expresamente esta obligación, lo que facilita su sometimiento a un control judicial inmediato.

Anteriormente, el artículo 2º del Código Federal de Procedimientos Penales, disponía que correspondería al MP acordar la detención o retención de los indiciados; por reforma sufrida a ese artículo el 23 de enero de 2009, en que se agregó lo relativo al registro de la detención; y en tal acuerdo, quedaba subyacente la obligación del MP de fundar y motivar tanto la detención como la retención. Lo que la reforma buscó al crear el registro de detenciones fue garantizar los derechos del detenido, pues como se precisó en la exposición de motivos, se había abusado de la presunción de flagrancia o flagrancia equiparada, por lo que había que adecuar el texto legal al constitucional; en el dictamen de la cámara revisora (diputados), se estimó que el registro de detención era una garantía para el detenido, y la razón obedece a que cualquier persona está facultada para detener al probable responsable en casos de flagrancia, pero no así obligada a realizar registro alguno, pues tal obligación sólo le corresponde a las autoridades; sin embargo, puntualizaron que no se trataba de un requisito de validez de la detención, cuyo incumplimiento tendría la consecuencia de poner en libertad al detenido, sino que era un acto posterior de naturaleza administrativa, cuyo fin es transparentar los actos de autoridad que afectan la libertad personal, mediante la publicidad de los mismos.

Desde el punto de vista operativo, la autoridad ministerial se rige por el Acuerdo A/079/12 de la Procuradora General de la República, por el que se establecen las directrices que deberán observar los servidores públicos de la institución para la detención y puesta a disposición de personas (publicado en el Diario Oficial de la Federación de 23 de abril de dos mil doce, en vigor a partir del día siguiente), cuyo artículo Décimo segundo, inciso f), establece realizar el control de legalidad de la detención.

De tal manera que el agente del MP sí tenía la obligación de revisar la legalidad de la detención (policiaca o particular) en flagrancia, la cual se entendía implícita en la norma legal, y se contenía expresamente en el Acuerdo; pero al tratarse de una norma legal implícita, así como de una normatividad expresa pero de aplicación interna de la institución, daba lugar a ambigüedad en su aplicación; en cambio en el CNPP integró la novedad de tornarlo una obligación expresa y no implícita, y además, la elevó a rango de ley general, lo que permite claridad y supervisión.

1.2.  Caso urgente

Definición. El término de Caso urgente, realmente alude al supuesto de detención que acaece bajo esas circunstancias especiales y por tanto, excepcionalmente establecidas. Procede tratándose de delito grave, con la existencia de pruebas del "hecho" reputado como delito y probable participación; que exista riesgo fundado de sustracción a la justicia y no se pueda ocurrir a la autoridad judicial o de hacerlo el imputado pueda evadirse. En este caso, no hay integración alternativa como en la flagrancia, pues en la urgencia, todas las condiciones deben cumplirse:




Artículo 150. Supuesto de caso urgente

Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad y fundando y expresando los datos de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención de una persona, siempre y cuando concurran los siguientes supuestos:


	
I.  Existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que exista la probabilidad de que la persona lo cometió o participó en su comisión. Se califican como graves, para los efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de prisión preventiva oficiosa en este Código o en la legislación aplicable así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión;

	
II.  Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sustraerse de la acción de la justicia, y

	
III.  Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o que de hacerlo, el imputado pueda evadirse.



Los delitos previstos en la fracción I de este artículo, se considerarán graves, aun tratándose de tentativa punible.

Los oficiales de la Policía que ejecuten una orden de detención por caso urgente, deberán hacer el registro de la detención y presentar inmediatamente al imputado ante el Ministerio Público que haya emitido dicha orden, quien procurará que el imputado sea presentado sin demora ante el Juez de control.

El Juez de control determinará la legalidad del mandato del Ministerio Público y su cumplimiento al realizar el control de la detención. La violación de esta disposición será sancionada conforme a las disposiciones aplicables y la persona detenida será puesta en inmediata libertad.

Para los efectos de este artículo, el término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la pena de prisión mínima y la máxima del delito consumado que se trate y dividirlo entre dos.
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	Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o que de hacerlo, el imputado pueda evadirse





Quién. Si en la flagrancia, la policía, un particular o cualquier servidor público en ejercicio de sus funciones puede detener a una persona, en el caso de urgencia únicamente el MP puede ordenarlo, motivadamente.

Delito grave. Los delitos graves para efectos de la detención por urgencia, son los que tienen prevista prisión preventiva oficiosa y los que tengan pena cuyo término medio aritmético sea superior a cinco años de prisión, según lo establezca cada legislación; así como sus tentativas.

Esas dos vertientes de delito grave, derivan del texto del artículo 150 del CNPP; para lo cual debe entenderse una calidad de grave únicamente para efectos de la detención ministerial urgente.

Lo que no debe confundirse con la clasificación de delitos graves para otros efectos como lo fuere la prisión preventiva oficiosa.

Porque la legislación establece una doble operatividad sobre la base de la gravedad del delito, de manera que la clasificación de delitos graves para efectos de la detención urgente ministerial (regida por el artículo 16 párrafo sexto, constitucional), y los delitos graves (muy graves) para la prisión preventiva oficiosa (artículo 19, párrafo segundo, hipótesis segunda, constitucional). Preceptos que en su parte conducente, exponen:




Artículo 16.

…

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.

…

 

Artículo 19.

…

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud.



…

 

De donde puede compararse que el legislador constituyente, para la detención ministerial en caso de urgencia, se reservó facultad para señalar los delitos muy graves respecto de los cuales procedía la prisión preventiva oficiosa, dejando al legislador ordinario determinar las modalidades de los delitos contra la seguridad de la Nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud, para los mismos efectos.

En tanto que dejó totalmente al legislador ordinario determinar la lista de delitos graves para efectos de la detención ministerial en caso de urgencia.

Lo anterior obedece a que según el nuevo sistema acusatorio no toda detención se traduce en una prisión preventiva, dado el carácter eminentemente excepcional de esta última, estableciéndose como figuras distintas y separadas.

En la iniciativa de reforma al artículo 19 constitucional publicada en el DOF de 18 de junio de 2008, la prisión preventiva oficiosa se ponderó con base en los siguientes principios:


	
a)  Requisitos de procedencia. La prisión preventiva sólo puede aplicarse sobre la base de que el Estado pretende ejercer la acción penal; por lo tanto, para prosperar, tal solicitud plantea como condición necesaria, más no suficiente, que el Estado haya aportado la existencia de indicios suficientes y confiables, mismos que, de ser comprobados, conducirían a una condena.

	
b)  Finalidad cautelar. La prisión preventiva únicamente puede usarse para prevenir o cautelar ciertos riesgos que de actualizarse impedirían o dificultarían el juzgar a una persona que en definitiva, ha sido acusada y será perseguida penalmente. Entre otras finalidades se prevé proteger el desarrollo de la investigación de los hechos punibles o eliminar el riesgo de que se vean afectadas la integridad física o la vida de víctimas o testigos. En definitiva la prisión preventiva no es una alternativa para sancionar la posibilidad de una conducta delictivas que no han sido plenamente comprobadas; emplearla así, como se hace hoy, en términos prácticos, en México, no representa ningún beneficio social.

	
c)  Excepcionalidad. La prisión preventiva debe tener un carácter excepcional. Por lo tanto, tan drástica medida debe sólo aplicarse cuando no existan otras medidas cautelares menos gravosas con las que se puedan prevenir los riesgos ya mencionados.

	
d)  Proporcionalidad. La aplicación de la prisión preventiva debe ser proporcional; es decir ser concordante con la severidad de la pena posible que pudiera imponerse, de llegar a probarse la acusación.

	
e)  Provisionalidad. La prisión preventiva debe tener no sólo plazos legales máximos de duración, sino plazos intermedios en que las partes se sometan al juez para considerar si las bases que condujeron a adoptar la medida, se siguen sosteniendo en el tiempo.



De igual manera, se ponderó la resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso Suárez Roser vs. Ecuador, en que tomó como base el principio de presunción de inocencia para determinar la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia, reconociendo que la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva y no debe ser la regla general.

Se consideró que la Constitución no establecía limitante alguna para que el legislador califique un delito como grave y, por tanto, determine que el mismo implica prisión preventiva automática, lo que ha provocado su aplicación indiscriminada. También se puntualizó que las legislaciones locales tienden a aumentar el número de delitos graves. En consecuencia, se dejó la prisión preventiva en el texto constitucional, para aquellas conductas muy graves, quedando la prisión preventiva oficiosa, actualmente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud.

Por tanto, cuando el artículo 150 del CNPP, dispone calificar como graves, no sólo los delitos con prisión preventiva oficiosa según el mismo Código sino también aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de prisión; se entiende que es para los efectos de la detención por caso urgente.

Por su parte, el artículo 167 del CNPP, alude a la prisión preventiva; del cual, los párrafos tercero a sexto y sus fracciones, se refieren a la prisión preventiva oficiosa y los delitos en los que procede decretarla, acorde con el texto constitucional:

Qué procede. Una vez realizada la detención, la Policía debe remitir a la persona al MP, si la detención la realiza el MP, debe recibir al detenido, registrarlo y decretar la retención que proceda. Ante el JC el MP deberá justificar y motivar ambas medidas para que el JC las califique en su constitucionalidad y legalidad (art 308).

Derechos de la persona detenida.

En este rubro, debe atenderse a que la norma convencional ha sido constante al exigir a la comunidad mundial el cumplimiento de garantías mínimas para las personas detenidas; de ellas destaca no sólo la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, sino también las Reglas Mínimas sobre tratamiento de los reclusos sobre la prevención del delito y tratamiento del delincuente de la ONU, así como el Conjunto de principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, adoptadas por Resolución 43/173, de nueve de diciembre de 1988; las que detallan los derechos mínimos que deben garantizar los estados partes a toda persona que se encuentre detenida; los cuales recoge la legislación mexicana.

El CNPP en los artículos 113, 114, 151 y 152, dispone los derechos del detenido y del imputado, en el entendido de que aunque un detenido no haya recibido aún la imputación, posee derechos reconocidos expresamente para este último. Tales artículos disponen:




Artículo 113. Derechos del imputado

El imputado tendrá los siguientes derechos:


	
I.  A ser considerado y tratado como inocente hasta que se demuestre su responsabilidad;

	
II.  A comunicarse con un familiar y con su Defensor cuando sea detenido, debiendo brindarle el Ministerio Público todas las facilidades para lograrlo;

	
III.  A declarar o a guardar silencio, en el entendido que su silencio no podrá ser utilizado en su perjuicio;

	
IV.  A estar asistido de su Defensor al momento de rendir su declaración, así como en cualquier otra actuación y a entrevistarse en privado previamente con él;

	
V.  A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su comparecencia ante el Ministerio Público o el Juez de control, los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten, así como, en su caso, el motivo de la privación de su libertad y el servidor público que la ordenó, exhibiéndosele, según corresponda, la orden emitida en su contra;

	
VI.  A no ser sometido en ningún momento del procedimiento a técnicas ni métodos que atenten contra su dignidad, induzcan o alteren su libre voluntad;

	
VII.  A solicitar ante la autoridad judicial la modificación de la medida cautelar que se le haya impuesto, en los casos en que se encuentre en prisión preventiva, en los supuestos señalados por este Código;

	
VIII.  A tener acceso él y su defensa, salvo las excepciones previstas en la ley, a los registros de la investigación, así como a obtener copia gratuita, registro fotográfico o electrónico de los mismos, en términos de los artículos 218 y 219 de este Código.

	
IX.  A que se le reciban los medios pertinentes de prueba que ofrezca, concediéndosele el tiempo necesario para tal efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite y que no pueda presentar directamente, en términos de lo establecido por este Código;

	
X.  A ser juzgado en audiencia por un Tribunal de enjuiciamiento, antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa;

	
XI.  A tener una defensa adecuada por parte de un licenciado en derecho o abogado titulado, con cédula profesional, al cual elegirá libremente incluso desde el momento de su detención y, a falta de éste, por el Defensor público que le corresponda, así como a reunirse o entrevistarse con él en estricta confidencialidad;

	
XII.  A ser asistido gratuitamente por un traductor o intérprete en el caso de que no comprenda o hable el idioma español; cuando el imputado perteneciere a un pueblo o comunidad indígena, el Defensor deberá tener conocimiento de su lengua y cultura y, en caso de que no fuere posible, deberá actuar asistido de un intérprete de la cultura y lengua de que se trate;

	
XIII.  A ser presentado ante el Ministerio Público o ante el Juez de control, según el caso, inmediatamente después de ser detenido o aprehendido;

	
XIV.  A no ser expuesto a los medios de comunicación;

	
XV.  A no ser presentado ante la comunidad como culpable;

	
XVI.  A solicitar desde el momento de su detención, asistencia social para los menores de edad o personas con discapacidad cuyo cuidado personal tenga a su cargo;

	
XVII.  A obtener su libertad en el caso de que haya sido detenido, cuando no se ordene la prisión preventiva, u otra medida cautelar restrictiva de su libertad;

	
XVIII.  A que se informe a la embajada o consulado que corresponda cuando sea detenido, y se le proporcione asistencia migratoria cuando tenga nacionalidad extranjera, y

	
XIX.  Los demás que establezca este Código y otras disposiciones aplicables.



Los plazos a que se refiere la fracción X de este artículo, se contarán a partir de la audiencia inicial hasta el momento en que sea dictada la sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional competente.

Cuando el imputado tenga a su cuidado menores de edad, personas con discapacidad, o adultos mayores que dependan de él, y no haya otra persona que pueda ejercer ese cuidado, el Ministerio Público deberá canalizarlos a instituciones de asistencia social que correspondan, a efecto de recibir la protección.

 

Artículo 114. Declaración del imputado

El imputado tendrá derecho a declarar durante cualquier etapa del procedimiento. En este caso, podrá hacerlo ante el Ministerio Público o ante el Órgano jurisdiccional, con pleno respeto a los derechos que lo amparan y en presencia de su Defensor.

En caso que el imputado manifieste a la Policía su deseo de declarar sobre los hechos que se investigan, ésta deberá comunicar dicha situación al Ministerio Público para que se reciban sus manifestaciones con las formalidades previstas en este Código.

 

Artículo 151. Asistencia consular

En el caso de que el detenido sea extranjero, el Ministerio Público le hará saber sin demora y le garantizará su derecho a recibir asistencia consular, por lo que se le permitirá comunicarse a las Embajadas o Consulados del país respecto de los que sea nacional; y deberá notificar a las propias Embajadas o Consulados la detención de dicha persona, registrando constancia de ello, salvo que el imputado acompañado de su Defensor expresamente solicite que no se realice esta notificación.

El Ministerio Público y la Policía deberán informar a quien lo solicite, previa identificación, si un extranjero está detenido y, en su caso, la autoridad a cuya disposición se encuentre y el motivo.

 

Artículo 152. Derechos que asisten al detenido

Las autoridades que ejecuten una detención por flagrancia o caso urgente deberán asegurarse de que la persona tenga pleno y claro conocimiento del ejercicio de los derechos citados a continuación, en cualquier etapa del período de custodia:


	
I.  El derecho a informar a alguien de su detención;

	
II.  El derecho a consultar en privado con su Defensor;

	
III.  El derecho a recibir una notificación escrita que establezca los derechos establecidos en las fracciones anteriores y las medidas que debe tomar para la obtención de asesoría legal;

	
IV.  El derecho a ser colocado en una celda en condiciones dignas y con acceso a aseo personal;

	
V.  El derecho a no estar detenido desnudo o en prendas íntimas;

	
VI.  Cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el detenido entregue su ropa, se le proveerán prendas de vestir, y

	
VII.  El derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad física, se lesiona o parece estar sufriendo de un trastorno mental.
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